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El presente Informe Jurídico se basa en el análisis del Expediente N° 0032- 

2017/CEB el cual contiene el procedimiento administrativo iniciado por la denuncia 

formulada por una médica extranjera contra el Colegio Médico del Perú, debido a la 

exigencia de aprobar un examen de suficiencia profesional para incorporarse en el 

mencionado colegio profesional y así, poder realizar sus labores como médica 

cirujana. 

 
Según la denunciante dicha exigencia no estaba prevista en la Ley de Creación del 

Colegio Médico del Perú por lo que constituía una barrera burocrática ilegal. En sus 

descargos el colegio denunciado señaló que la exigencia cuestionada fue 

establecida en su Reglamento y Estatuto considerando que la Constitución y su ley 

de creación le confieren autonomía, Además de que dicha exigencia era acorde con 

la necesidad de que los servicios médicos tenían que brindarse de forma idónea. 

 
En primera instancia la Comisión del Indecopi declaró fundada la denuncia al 

considerar que dicho colegio profesional no estaba facultado por su Ley de 

Creación, ni por ninguna otra disposición con rango legal a imponer la exigencia 

cuestionada. En segunda instancia, la Sala revocó la resolución apelada y declaró 

infundada la denuncia al considerar que la barrera burocrática denunciada fue 

emitida cumpliendo la formalidad dispuesta en el propio Reglamento del Colegio 

Médico vigente, al ser emitido por el Consejo Nacional. 

 
Además del análisis de legalidad de la barrera burocrática cuestionada en el 

presente informe Jurídico, se analizará la naturaleza jurídica de los colegios 

profesionales. Esto último es importante para resolver la controversia principal del 

presente caso. 
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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR 

LAS PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO 

 

 
1.1 Denuncia 

 

El 23 de diciembre de 2016, ante la Comisión de Eliminación de Barreras 

Burocráticas del lndecopi,1 la señora de iniciales GMB (en adelante, la 

denunciante) presentó una denuncia contra el Colegio Médico del Perú por la 

presunta imposición de barreras burocráticas ilegal y/o carentes de 

razonabilidad2. 

Dichas barreras burocráticas consistían en la exigencia de que los médicos con 

títulos emitidos en el extranjero debían rendir una evaluación de suficiencia 

profesional para su inscripción en el Registro del Colegio Médico. Dicha 

exigencia fue establecida por la Resolución de Consejo Nacional N° 14207-CN- 

CMP-2015 de fecha 1 de diciembre de 2015 y materializada en la Carta N° 1685-

SI-CMP-2016 de fecha 24 de octubre de 2016. 

 

 
Los fundamentos de la denuncia fueron los siguientes: 

 

- La Superintendencia Nacional de Educación Superior Universitaria (Sunedu) 

es la única entidad competente para efectuar el reconocimiento de los grados 

y títulos emitidos por instituciones educativas del extranjero. 

- El Colegio Médico no tenía facultad para evaluar la capacidad académica de 

sus agremiados o de los que pretendían incorporarse. 

- El artículo 3° de la Ley N° 15173, Ley de creación del Colegio Médico del 

Perú, en concordancia con lo dispuesto en los numerales 12 y 14 del artículo 

artículos 7° del Estatuto del Colegio Médico del Perú, prevé la posibilidad de 

 
1 Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad intelectual. Esta 

entidad actualmente se rige por su Ley de organización y Funciones (Decreto Legislativo N° 1033). 

2 La denuncia inicialmente fue presentada ante la Comisión de la Oficina Regional del INDECOPI de 
Arequipa, la cual mediante Resolución N° 1 de fecha 5 de enero de 2017 declaró que no era el 
órgano competente para evaluar y resolver la denuncia presentada, siendo la Comisión de 
Eliminación de Barreras Burocráticas con sede en la ciudad de Lima, la encargada de conocer de 
dicha denuncia. En consecuencia, dispuso remitir las actuaciones a dicha Comisión. 
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inscripción de títulos profesionales otorgados en el extranjero, bajo ciertas 

reglas de revalidación. 

- Las normas internas emitidas por el Colegio Médico, como es el caso de la 

Resolución de Consejo Nacional N° 14207-CN-CMP-2015, no pueden 

contravenir lo establecido en la Ley N° 15173 y su estatuto. 

- A su criterio, la exigencia denunciada establece un trato discriminatorio, pues 

no se exige a los graduados en el Perú. 

- Además, la medida cuestionada vulneraría lo dispuesto en el artículo IV del 

Título Preliminar del Decreto Legislativo N° 1236, Decreto Legislativo de 

Migraciones, que establece que el Estado promueve la abolición de todo tipo 

de discriminación. 

- Desde el 2 de mayo de 1985 contaba con el título profesional de médico 

expedido por la Facultad de Medicina de la Universidad de Buenos Aires de la 

República de Argentina. Asimismo, se encontraba colegiada e inscrita en el 

Registro de Control del Ejercicio Profesional a cargo del Ministerio de Salud y 

Acción Social en dicho país. 

- Ha obtenido el reconocimiento de su título profesional por parte de la Sunedu, 

además de que registró su título ante la Gerencia Regional de Salud del 

Gobierno Regional de Arequipa. 

- El 13 de septiembre de 2016, solicitó al Colegio Médico que se abstenga de 

exigirle la evaluación de suficiencia profesional establecida en la Resolución 

de Consejo Nacional N° 14207-CN-CMP-2015, para obtener su colegiatura. 

- El 4 de noviembre de 2016, el CMP le notificó la Carta N°1685-SI-CMP-2016 

del 24 de octubre de 2016, declarando improcedente su solicitud. 

- La barrera burocrática cuestionada carece de razonabilidad debido a que 

además de ser discriminatoria, es excesiva respecto a sus fines 

(desproporcional). 

- Al no pronunciarse el Colegio Médico respecto a su solicitud de que no 

aplique la evaluación materia de denuncia y de ser inscrita en el respectivo 

registro de colegiados, debió haber operado el silencio administrativo positivo. 

Es por ello que presentó la respectiva declaración dando así por aprobada la 
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inaplicación del examen de suficiencia, lo cual la habilitaría a solicitar la 

inscripción en el registro de colegiados del Colegio Médico y con ello poder 

ejercer válidamente el ejercicio profesional de la medicina en el Perú. Si n 

embargo, el denunciado, el 03 de noviembre de 2016, le remitió la Carta a Nº 

1685-SI-CMP-2016, en la cual ponen le informa sobre su negativa a la 

solicitud de inaplicación. 

 

 
Presentó como medios probatorios: 

 

- Copia del título de médico otorgado por la Universidad de Buenos Aires. 
 

- Copia de Carnet de Socio Activo Colegiado y de la inscripción en el Registro 

de Control del Ejercicio Profesional y de establecimiento sanitarios 

perteneciente al Ministerio de Salud y Acción Social de la República de 

Argentina. 

- Copia de la Resolución Directoral Nº 0353-2015-SUNEDU-DDIUyRGT/RNGT- 

RC de fecha 16 de febrero de 2015. 

- Copia del documento emitido por la Gerencia Regional de Salud de Arequipa 

en la cual registra mi título de médico con Número de Registro 8163-2015- 

GRA/GRS/GR OERRHH-MED de fecha 31 de julio de 2015. 

- Copia de escrito de fecha 03 de noviembre de 2016. 
 

- Formato de declaración jurada de fecha 04 de noviembre de 2016. 8. Copia 

de escrito de fecha 08 de noviembre de 2016. 

- Copia de la Resolución del Consejo Nacional Nº 14207-CN-CMP-2015. 

 
 

1.2 Admisión a trámite de la denuncia 
 

El 9 de marzo de 2017, mediante Resolución N° 0219-2017/STCEB-INDECOPI, 

la Secretaría Técnica de la Comisión admitió a trámite la denuncia 

contra el Colegio Médico por la imposición de barreras burocráticas 

presuntamente ilegales y/o carentes de razonabilidad, consistentes en: 
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- La exigencia de rendir la Evaluación de Suficiencia Profesional a médicos con 

títulos expedidos en el extranjero para la inscripción en el registro del Colegio 

Médico del Perú, establecida mediante Resolución de Consejo Nacional N° 

14207-CN-CMP-2015, materializada mediante Carta N° 1685- SI-CMP-2016. 

- El desconocimiento de la aplicación del silencio administrativo positivo, 

respecto de su solicitud de inaplicación del requisito referido a la Evaluación 

de Suficiencia Profesional para el procedimiento de inscripción en el registro 

de colegiados del Colegio Médico del Perú, materializada en la Carta N° 

1685-SI-CMP-2016. 

- El desconocimiento de la aplicación del silencio administrativo positivo, en el 

procedimiento de solicitud de inscripción en el registro de colegiados del 

Colegio Médico del Perú (Consejo Regional de Arequipa), materializada en la 

Carta N° 1685-SI-CMP-2016. 

Asimismo, dispuso conceder al Colegio Médico un plazo de cinco días hábiles 

para que formule sus descargos. Con dicha finalidad deberá incorporar 

información que permita evaluar la legalidad y razonabilidad de la medida 

cuestionada, de acuerdo a lo establecido por el Decreto Legislativo N° 1256, Ley 

de Prevención y eliminación de Barreras Burocráticas. 

 

 
1.3 Contestación de la denuncia 

 

El 21 de marzo de 2017 el Colegio Médico presentó sus descargos. Señaló los 

siguientes fundamentos: 

- La colegiatura, como exigencia previa para ejercer la profesión de médico 

cirujano en el país, ha sido establecida en el artículo 2° de la Ley N° 15173 y 

el artículo 22° de la Ley N° 26842, Ley General de Salud. 

- Mediante la profesión médica se promueven, protegen y preservan los 

derechos fundamentales a la vida y a la salud de las personas, las de sus 

familias y de la comunidad en general, por tanto, es válido que hubiera 

establecido la exigencia cuestionada en la denuncia. 
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- La Resolución de Consejo Nacional N° 14207-CN-CMP-2015 se justifica en 

los siguientes motivos: 

▪ El incremento de universidades que no cuentan con rigurosidad científica 

o calidad académica en la formación de médicos. 

▪ La obtención de títulos de medicina expedidos por universidades que no 

cuentan con autorización de funcionamiento. 

▪ El otorgamiento de un título en medicina, por parte de universidades 

extranjeras que ofrecen estudios a distancia o en un corto período de 

tiempo (cuatro años, que incluye estudios de especialidad). 

▪ Tiene a su cargo la certificación la competencia profesional de todos los 

médicos cirujanos, la cual es obligatoria de acuerdo con lo establecido en 

el Reglamento de la Ley N° 2874, Ley del Sistema Nacional de 

Evaluación, Acreditación y Certificación de la Calidad Educativa. 

- No interfiere con las competencias con que cuenta la Sunedu. 
 

- La colegiatura no es un mero acto protocolar, por el contrario, es una 

responsabilidad social que se vincula con la finalidad de contribuir al adelanto 

de la ciencia médica a través de programas de educación continua. 

 

 
Presentó los siguientes medios probatorios: 

 

- Copia de la Resolución Nº 5129-CN-CMP-2007. 
 

- Copia de Resolución N°14307-CN-CMP-2015. 
 

- Copia de resolución N° 15006-CN -CMP -2016. 
 

- Copia de la Resolución Ministerial Nº 785-2016/MINSA. 

 
 

1.4 Resolución de la Comisión de Eliminación de Barreras Burocráticas 
 

El 18 de julio de 2017, mediante Resolución N° 0399-2017/CEB-INDECOPI, la 

Comisión declaró: 
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- Barrera burocrática ilegal la exigencia de rendir la Evaluación de Suficiencia 

Profesional a médicos con títulos expedidos en el extranjero para la 

inscripción en el registro del Colegio Médico y, en consecuencia, fundada la 

denuncia. 

- Disponer que no se aplique a la denunciante la barrera burocrática declarada 

ilegal y los actos que la materialicen. 

- Disponer la publicación de un extracto de la presente resolución en el diario 

oficial «El Peruano», luego de que haya quedado consentida o sea 

confirmada en segunda instancia. 

- Ordenar como medida correctiva que el Colegio Médico informe a los 

administrados acerca de la barrera burocrática declarada ilegal en el presente 

'procedimiento, en un plazo no mayor a cinco días hábiles de notificada la 

resolución que declara consentido o confirmado el presente acto. 

- Disponer que el Colegio Médico informe en un plazo no mayor a un (mes las 

medidas adoptadas respecto de lo resuelto en la presente resolución. 

- Declarar improcedente la denuncia respecto al desconocimiento de la 

aplicación del silencio administrativo positivo, respecto de su solicitud de 

inaplicación del requisito referido a la Evaluación de Suficiencia Profesional 

para el procedimiento de inscripción en el registro de colegiados del Colegio 

Médico del Perú, materializada en la Carta Nº 1685-8I-CMP-2016 y el 

desconocimiento de la aplicación del silencio administrativo positivo, en el 

procedimiento de solicitud de inscripción en el registro de colegiados del 

Colegio Médico, materializada en la Carta N° 1685-8I-CMP-2016. 

 

 
Los fundamentos de dicha resolución fueron los siguientes: 

 

- El ejercicio de una profesión -como el de médico- conlleva la realización de 

una actividad económica, por tanto, la imposición de una limitación o 

condición para su desarrollo se encuentra dentro del ámbito de sus facultades 

en materia de eliminación de barreras burocráticas. 
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- La exigencia denunciada no se encuentra establecida en la Ley N° 15173 ni 

en ninguna otra norma con rango de ley. 

- La exigencia denunciada vulnera el numeral 1.1 del artículo IV del Título 

Preliminar y el artículo 61° de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento 

Administrativo General, que establecen que las entidades deben actuar 

dentro del ámbito de facultades que le han sido conferidas por el marco 

normativo vigente, así como el numeral 4) del artículo 75° de dicha ley, que 

prescribe que las entidades deben abstenerse de exigir a los administrados el 

cumplimiento de requisitos sin sustento legal 

- El artículo 12° del Decreto Legislativo N° 757 señala que ninguna autoridad 

puede establecer o aplicar tratamientos discriminatorios ni diferenciados entre 

los inversionistas y las personas en que estos participen basándose en 

sectores o tipo de actividad económica o en la ubicación geográfica de la 

empresa. Asimismo, el principio de imparcialidad establece que las 

autoridades deben actuar sin ninguna clase de discriminación. 

- La declaración de ilegalidad de la medida cuestionada por la denunciante no 

implica que el Colegio Médico deba proceder a la inscripción de la misma en 

su registro de colegiados, sino que debe abstenerse de exigir el requisito 

consistente en rendir la Evaluación de Suficiencia Profesional para el 

procedimiento de inscripción en el registro antes mencionado. De ese modo, 

esta Comisión reconoce todas las facultades del Colegio Médico para exigir 

los requisitos necesarios para proceder con la inscripción en su registro de 

colegiados siempre que se establezcan de conformidad a las leyes y normas 

que regulan la materia. 

 

 
1.5 Recurso de apelación 

 

El 16 de agosto de 2017 el Colegio Médico interpuso recurso de apelación contra 

la resolución de la Comisión. Señaló los siguientes fundamentos: 
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- La resolución impugnada afecta al principio de congruencia procesal, ya que 

la autoridad no puede basar su decisión en hechos distintos a los que han 

sido alegados por las partes. 

- La Comisión no desarrolló los motivos por los cuales la medida denunciada 

constituía una barrera burocrática ilegal, o debido a qué razones la 

denunciante calificaba como una inversionista o una empresa. 

- La Comisión se limitó a describir cuál es la normatividad aplicable al caso, no 

obstante, ello no acreditaba que se haya cumplido con el requisito de 

motivación de dicho acto administrativo. 

- La Comisión no sustentó el motivo por el cual la imposición de la exigencia 

denunciada no se encuentra dentro del ámbito de competencia del Colegio 

Médico 

- Si bien la evaluación de suficiencia profesional no se encuentra establecida 

en la Ley N° 15173, hay otras normas que garantizan que los médico 

cirujanos se encuentren debidamente acreditados para brindar una atención 

de calidad y seguridad en el ejercicio profesional. 

- La Comisión no ha valorado que cuenta con facultades para certificar 

obligatoriamente a los profesionales médicos cuyos títulos han sido obtenidos 

en universidades del extranjero. 

- La Comisión no señaló cuál sería la norma con rango de ley que su entidad 

habría vulnerado al implementar la evaluación de suficiencia profesional. 

- El Sistema Nacional de Evaluación, Acreditación y Recertificación de la 

Calidad Educativa (Sineace) no ha sido materia de análisis por parte de la 

Comisión. 

- De esa forma, no se ha evaluado la obligatoriedad de que los colegios 

profesionales certifiquen la calidad de sus colegiados de modo permanente y 

periódico. 

- El legislador delegó en su institución la supervisión permanente y periódica de 

la competencia profesional de los médicos cirujanos. 

El 31 de agosto de 2017 la Secretaría General de la Comisión concedió con 

efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto por el Colegio Médico 
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declaró consentido el extremo de la resolución impugnada que declaró 

improcedente la denuncia respecto al desconocimiento de los silencios positivos 

que tuvieron lugar sobre las solicitudes de inaplicación del requisito referido a la 

Evaluación de Suficiencia Profesional y de inscripción en el registro de 

colegiados del Colegio Médico. 

 

 
1.6 Solicitud de medida cautelar 

 

El 26 de septiembre de 2017 la denunciante solicitó a la Sala Especializada en 

Eliminación de Barreras Burocráticas que, en calidad de medida cautelar ordene 

al Colegio Médico se abstenga de aplicarle la barrera burocrática denunciada. 

El 19 de octubre de 2017 la denunciante contestó a la apelación reiterando los 

fundamentos de su denuncia 

El 11 de enero de 2018, el Colegio Médico presentó un escrito reiterando sus 

argumentos de apelación. Asimismo, en dicha oportunidad, solicitó el uso de la 

palabra en una audiencia de informe oral. 

 

 
1.7 Resolución de la Sala Especializada en Eliminación de Barreras 

Burocráticas respecto a la medida cautelar 

El 7 de febrero de 2018 la Sala denegó el otorgamiento de la medida cautelar 

solicitada por la denunciante debido a que el fundamento de la decisión radica 

en que la denunciante no ha logrado acreditar la inminencia de un perjuicio 

irreparable que torne en ineficaz el pronunciamiento final que se emita en el 

marco del presente procedimiento. 

 

 
1.8 Resolución de la Sala Especializada en Eliminación de Barreras 

Burocráticas respecto a la apelación formulada por el Colegio Médico 

El 4 de abril de 2018 la Sala, mediante Resolución N° 0093-2018/SEL-INDECOPI 

declaró: 
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- Revocar la resolución apelada por la cual la Comisión declaró barrera 

burocrática ilegal la exigencia de que los médicos con títulos emitidos en el 

extranjero deban rendir una evaluación de suficiencia profesional para su 

inscripción en el registro del Colegio Médico; y, en consecuencia, declarar 

infundada la denuncia contra el Colegio Médico y, por ende, que la referida 

medida supera el análisis de legalidad. 

- Dejar sin efecto la resolución apelada por la cual la Comisión dispuso lo 

siguiente: 

▪ La inaplicación de la barrera burocrática declarada ilegal a favor de la 

denunciante. 

▪ La inaplicación con efectos generales de la barrera burocrática declarada 

ilegal en favor de todos los agentes económicos y/o ciudadanos que se 

vean afectados por la imposición de la medida declarada ilegal. 

▪ La publicación de un extracto de dicho pronunciamiento en el diario oficial 

"El Peruano. 

▪ En calidad de medidas correctivas, que el Colegio Médico informe a los 

administrados acerca de la barrera burocrática declarada ilegal, así como 

de las acciones adoptadas con relación a la resolución impugnada. 

 

 
Los fundamentos de dicha resolución fueron los siguientes: 

 

- El artículo 11° de la Resolución del Consejo Nacional 4364-CN-2004, 

Reglamento del Colegio Médico del Perú, dispone que la evaluación de 

suficiencia profesional debe ser aprobada por todos los médicos que soliciten 

la colegiación en dicha entidad. 

- Dicha norma citada habilitó al Colegio Médico para reglamentar el 

cumplimiento de dicha obligación. En ejercicio de la competencia conferida, el 

denunciado emitió la resolución que contuvo la barrera burocrática 

cuestionada para regular el cumplimiento de la evaluación de suficiencia 

profesional respecto de aquellos médicos que hayan obtenido su título 

profesional en el extranjero. 
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- Por lo tanto, dicha disposición fue emitida siguiendo las formalidades 

necesarias y sin vulnerar alguna otra norma del ordenamiento jurídico. 

- La denunciante no presentó indicios sobre la presunta carencia de 

razonabilidad de la medida en cuestión, por tanto, no correspondía realizar el 

análisis de razonabilidad de la presunta barrera burocrática cuestionada. 



16  

II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES 

PROBLEMAS JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

 

 
2.1 Identificación de los principales problemas jurídicos del expediente 

 

Los principales problemas jurídicos que se desprenden de los hechos 

contenidos en el expediente materia del presente informe jurídico son los 

siguientes: 

a. ¿Tenía competencia la Comisión de Eliminación de Barreras Burocráticas 

para evaluar la legalidad y/o razonabilidad de los actos y/o disposiciones 

de los colegios profesionales? 

b. ¿Incurrió el Colegio Médico en barrera burocrática ilegal al exigir a la 

denunciante a rendir la Evaluación de Suficiencia Profesional establecida 

mediante Resolución de Consejo Nacional N° 14207-CN-CMP-2015, 

materializada mediante Carta N° 1685- SI-CMP-2016? 

 

 
2.2 Análisis de los problemas jurídicos del expediente 

 

a. ¿Tenía competencia la Comisión de Eliminación de Barreras 

Burocráticas para evaluar la legalidad y/o razonabilidad de los actos y/o 

disposiciones de los colegios profesionales? 

 

 
Para poder responder al mencionado problema jurídico es necesario analizar 

previamente la naturaleza jurídica de los colegios profesionales. Al respecto, 

la actual Constitución, en su artículo 20° señala: 

Artículo 20.- Colegios Profesionales 

Los colegios profesionales son instituciones autónomas con 

personalidad de derecho público. La Ley señala los casos en que la 

colegiación es obligatoria” 
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La Ley del procedimiento Administrativo General en el inciso 6° del artículo I del 

Título Preliminar prevé: 

Artículo I. Ámbito de aplicación de la ley 
 

La presente Ley será de aplicación para todas las entidades de la 

Administración Pública. Para los fines de la presente Ley, se entenderá 

por “entidad” o “entidades” de la Administración Pública: 

(…) 
 

Los Organismos a los que la Constitución Política del Perú y las leyes 

confieren autonomía 

(…). 
 

Por su parte, el artículo 2° del Decreto Legislativo N° 1256, Ley de Prevención y de 

Eliminación de Barreras Burocráticas establece su ámbito de aplicación de la 

siguiente forma: 

Artículo 2.- Ámbito de aplicación 
 

La presente ley es de aplicación para las entidades de la 

administración pública (en adelante, “entidad” o “entidades”), 

entendiéndose como tales a las señaladas en el artículo I del Título 

Preliminar de la Ley N° 27444 o la norma que la sustituya, así como 

para todo funcionario, servidor público o cualquier persona que ejerza 

funciones administrativas por delegación, bajo cualquier régimen 

laboral o contractual 

 

 
Una revisión de las tres normas permite concluir que el Decreto Legislativo N° 1156 

es aplicable a los actos y/o disposiciones expedidas por los colegios profesionales 

ya que estos últimos son sujetos de aplicación de la Ley N° 27444, al ser 

considerada por esta como entidad de la administración pública al ser un 

organismo al cual la Constitución le reconoce autonomía. 

Más allá del marco normativo que nos permite responder de forma afirmativa al 

problema identificado, es necesario remitirnos a la razón por la que es posible 

afirmar que a los colegios profesionales le son aplicables la LPAG. Tal como se ha 
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señalado líneas arriba, queda claro que dicha norma se aplica a las entidades de la 

administración pública las mismas que se identifican por realizar función 

administrativa. Sobre ella, Abruña (2010), señala que, 

(…) la Administración Pública es una organización que participa del 

poder público en su sentido jurídico, es decir, posee capacidad de 

crear, modificar o extinguir unilateralmente derechos y obligaciones y 

tiene, además, la posibilidad de imponerlos, cuando fuera necesario, 

coactivamente. Ello se manifiesta en las denominadas “potestades 

públicas. (p.70) 

Es preciso señalar algunas características relevantes de dicha función, la cual, si 

bien, es pública, no es privativa del Estado; es decir, podrán ejercerla los 

particulares mediante respectiva autorización. Asimismo, debe tenerse en cuenta 

que en muchos casos afecta de manera directa a los administrados; se encuentra 

sometida al principio de Legalidad y está sometida a diversos mecanismos de 

control (Guzmán, 2008). 

El hecho de que la función administrativa puede ser ejercida por particulares se 

encuentra regulado en dos supuestos de artículo I del Título Preliminar de la LPGA, 

el cual, como ya se ha señalado, establece su ámbito de aplicación. De esta forma, 

para fines de dicha norma se entenderá como entidades de la administración 

pública a las personas jurídicas bajo el régimen privado que prestan servicios 

públicos o ejercen función administrativa (inciso 8) y a los organismos a los que la 

Constitución Política del Perú y las leyes confieren autonomía (inciso 6). En este 

último supuesto podemos ubicar a los colegios profesionales. 

El reconocimiento constitucional de su autonomía se fundamenta en que el Estado 

al tutelar el interés público ha tenido que permitir que ciertas personas jurídicas, se 

autorregulen, fomentando mediante herramientas legales su propia organización 

para que puedan cumplir sus fines. Ellas no tienen dependencia con autoridades 

superiores; sino que son regidas por sus propios miembros y por las disposiciones 

estatutarias que acuerdan. Cuentan también con reconocimiento oficial del Estado, 

lo que lo diferencia de la asociación de naturaleza privada y pudiendo realizar 

funciones públicas oficiales. (Bernales 1996, p. 211) 
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Por ende, ´podemos cerrar la idea respecto a la autonomía de los colegios 

profesionales, aseverando que su constitucionalización se justifica en incorporar una 

garantía frente a la sociedad de que estos profesionales actúan correctamente en 

su ejercicio profesional, ya que sus actuaciones van afectar directamente a los 

ciudadanos que recaban los servicios de estos profesionales. (Calvo, 1998) 

Lo desarrollado hasta aquí permite advertir que los colegios profesionales a pesar 

de que no son organismos del poder público que actúen con potestad administrativa 

son consideradas entidades de la administración pública, ya que en algunos casos 

realizan función administrativa. Así, el Tribunal Constitucional (2005), ha 

interpretado que, en el caso de los procedimientos administrativos disciplinarios, los 

colegios profesionales deben ser calificados dentro del numeral 6 del artículo I del 

Título Preliminar de la LPAG. De esta forma, ha señalado lo siguiente: 

 

 
Adicionalmente a la definición de los colegios profesionales como 

instituciones autónomas de Derecho Público, nuestra Constitución 

hace referencia también a la colegiación. Si bien este tópico se 

analizará más adelante, cabe adelantar algunas ideas al respecto. 

Como se deriva del propio texto constitucional, nuestra Ley 

Fundamental ha delegado en el legislador la potestad para determinar 

aquellos supuestos en los cuales la colegiación será obligatoria. Esto 

supone, para el legislador, una grave responsabilidad, pues la 

colegiación –ya sea obligatoria o facultativa– tiene una vinculación muy 

estrecha con el ejercicio profesional. (Expediente N°0027-2005-PI/TC, 

fundamento 5) 

 

De la misma forma ha señalado: 
 

El artículo 20 de la Constitución confiere a los Colegios Profesionales 

la categoría de instituciones autónomas con personalidad de derecho 

público. Por otro lado, el numeral 6 del artículo I del Título Preliminar 

de la Ley N° 27444, del Procedimiento Administrativo General, 

considera como ‘entidades’ de la administración pública a ‘[L]os 

Organismos a los que la Constitución Política del Perú y las leyes le 
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confieren autonomía’. En consecuencia, el procedimiento 

administrativo disciplinario desarrollado en el seno del Tribunal 

demandado, como órgano de un Colegio Profesional, autónomo por 

mandato constitucional, se rige supletoriamente por las disposiciones 

de la citada ley. 

 

Finalmente, respecto a la colegiatura, la Sala Especializada en Eliminación en 

Barreras Burocráticas en la Resolución 549-2019/SEL-INDECOPI consideró en un 

caso donde fue denunciado el Colegio de Ingenieros del Perú, pero que se puede 

aplicar en el siguiente caso, lo siguiente: 

Debido a la obligatoriedad de la colegiatura para el ejercicio 

profesional de la ingeniería en el país como mecanismo para habilitar a 

los ingenieros conforme a las normas peruanas aplicables, el COIP en 

tanto entidad de la administración ´pública que ejerce función 

administrativa deberá respetar las disposiciones que rigen a estas en 

estricta observancia del principio de legalidad (Expediente N° 294- 

2018/CEB, fundamento 30). 

 

 
b. ¿Incurrió el Colegio Médico en barrera burocrática ilegal al exigir a la 

denunciante a rendir la Evaluación de Suficiencia Profesional 

establecida mediante Resolución de Consejo Nacional N° 14207-CN- 

CMP-2015, materializada mediante Carta N° 1685- SI-CMP-2016? 

Según el Decreto Legislativo N° 1033, Ley de Organización y Funciones del 

Indecopi, la Comisión de Eliminación de Barreras Burocráticas es el órgano 

colegiado encargado de aplicar control posterior y la eliminación de las 

barreras burocráticas ilegales y/o carentes de razonabilidad que condicionen, 

restrinjan u obstaculicen el acceso y/o permanencia de los agentes 

económicos en el mercado y/o puedan afectar a los administrados en la 

tramitación de procedimientos administrativos sujetos a las normas y/o 

principios que garantizan la simplificación administrativa (artículo 23°). 

La Comisión es el órgano con competencia primaria para evaluar la legalidad 

y la razonabilidad de una barrera burocrática y de ser el caso que dicha 
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disposición de la entidad administrativa no satisface dichos principios 

propender a su eliminación. Sus decisiones pueden ser revisadas en 

segunda instancia por la Sala. 

El mencionado colegiado define a la barrera burocrática, a la luz del Decreto 

Legislativo N° 1256, en la Resolución N° 0517-2017/CEB-INDECOPI (de 

fecha 19 de setiembre de 2017) de la siguiente forma: 

 

 
(…) cabe indicar que, de conformidad con el inciso 3) del 

artículo 3 del Decreto Legislativo N° 1256, constituye una 

barrera burocrática toda exigencia, requisito, limitación, 

prohibición y/o cobro que imponga cualquier entidad, dirigido a 

condicionar, restringir u obstaculizar el acceso y/o permanencia 

de los agentes económicos en el mercado y/o que puedan 

afectar a administrados en la tramitación de procedimientos 

administrativos sujetos a las normas y/o principios que 

garantizan la simplificación administrativa. (Expediente N° 

00210-2017/CEB) 

 

Las barreras burocráticas están constituidas por toda actuación de una 

entidad pública que en ejercicio de su función administrativa establece reglas 

para la realización de una actividad económica de un agente en el mercado. 

En este sentido, su justificación lo constituye la salvaguarda del interés 

público. Según Maraví (2013): “En efecto, para que una barrera burocrática 

sea considerada como tal, se presupone que la misma fue dictada por una 

entidad de la Administración Pública en ejercicio de la función administrativa 

del Estado”. 

Mediante las barreras burocráticas las entidades públicas tutelan el interés 

público mediante ciertas cargas y restricciones a los agentes económicos con 

la finalidad de garantizar que sus actuaciones se desarrollen dentro del 

marco de nuestro ordenamiento jurídico, de acuerdo al capítulo económico 

de la actual Constitución. Es preciso señalar, por ejemplo, que en su artículo 

59° establece: 
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El Estado estimula la creación de riqueza y garantiza la libertad 

de trabajo y la libertad de empresa, comercio e industria. El 

ejercicio de estas libertades no debe ser lesivo a la moral, ni a 

la salud, ni a la seguridad públicas 

 

 
Sin embargo, los actos y/o actuaciones de las entidades administrativas 

deben satisfacer dos requisitos: los principios de legalidad y de razonabilidad. 

El principio de legalidad se justifica en el hecho en que, en todo Estado 

democrático las entidades administrativas se encuentran al servicio de los 

ciudadanos, por lo que no pueden excederse de las atribuciones conferidas 

por la Ley.  Es por ello que Morón (2008) afirma: 

 

(…) exigir legalidad a la actuación administrativa importa que 

las decisiones administrativas deben ser compatibles con el 

sentido de las reglas legislativas y no solo desconocer, 

contradecir, interferir o infringir disposiciones expresas. Mientras 

que para la noción máxima, la exigencia de legalidad para los 

actos administrativos equivale a que las decisiones 

administrativas deben seguir el procedimiento y tener el 

contenido pautado o modelado por las normas previas. La 

disyuntiva es exigir que la administración actué con la ley o 

dentro de la ley. 

 

 
La razonabilidad tiene como finalidad garantizar que la obligación o carga 

impuesta por la administración en facultades de ius imperium resulte 

adecuada a la finalidad que se persigue. Según Coviello (2011), “dicho juicio 

es solo aplicable al contenido del resultado del procedimiento previo, puesto 

que pudieron en él haberse cumplido con todos los requisitos rituales, pero el 

contenido de la solución resulta incoherente con las constancias del 

expediente” (p. 153). 
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En el presente caso a raíz de la denuncia formulada corresponde analizar si 

la exigencia de rendir la Evaluación de Suficiencia Profesional a médicos con 

títulos expedidos en el extranjero para la inscripción en el registro del Colegio 

Médico del Perú (establecida mediante Resolución de Consejo Nacional N° 

14207-CN-CMP-2015 y materializada mediante Carta N° 1685-SI CMP- 

2016) constituía una barrera burocrática ilegal y/o carente de razonabilidad. 

Para ello, la evaluación respectiva exige primero analizar si dicha exigencia 

constituye una barrera burocrática y de ser así, la legalidad de la medida. Si 

satisface dicho requisito, se tendrá que evaluar la razonabilidad, si es que la 

denunciante presentó medio probatorios o indicios que permitan evaluar 

dicha exigencia. Esto último se desprende de la regulación establecida por el 

Decreto Legislativo N° 1256, en su artículo 14° y 15°: 

 

 
Artículo 14.- Análisis de legalidad 

 

14.1. El análisis de legalidad de una barrera burocrática implica 

que la Comisión o la Sala, de ser el caso, evalúe los siguientes 

aspectos: 

a. Si existen o no atribuciones conferidas por ley que autoricen 

a la entidad a establecer y/o aplicar la barrera burocrática bajo 

análisis. 

b. Si la entidad siguió los procedimientos y/o formalidades que 

exige el marco legal vigente para la emisión y/o publicación de 

la disposición administrativa que materializa la barrera 

burocrática. 

c. Si a través de la imposición y/o aplicación de la barrera 

burocrática se contravienen normas y/o principios de 

simplificación administrativa o cualquier dispositivo legal. 

14.2. Si la Comisión o la Sala, de ser el caso, determina la 

ilegalidad de la barrera burocrática por la razón señalada en el 

literal a. puede declarar fundada la denuncia o el procedimiento 

iniciado de oficio según sea el caso, sin que sea necesario 
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evaluar los aspectos indicados en los literales b. y c.; y así 

sucesivamente. 

14.3. Si se determina la ilegalidad por alguna de las razones 

mencionadas en el párrafo precedente, no es necesario que la 

Comisión o la Sala continúe con el análisis de razonabilidad. En 

el mismo sentido, si la Comisión o la Sala desestima que la 

barrera burocrática sea ilegal, procede con el análisis de 

razonabilidad cuando se cumpla la condición establecida en el 

artículo 15. 

 

 
Artículo 15.- Condiciones para realizar el análisis de 

razonabilidad 

La Comisión o la Sala, de ser el caso, realiza el análisis de 

razonabilidad de una barrera burocrática en los procedimientos 

iniciados a pedido de parte, siempre que el denunciante 

presente indicios suficientes respecto a la carencia de 

razonabilidad de la misma en la denuncia y hasta antes de que 

se emita la resolución que resuelve la admisión a trámite de 

esta. En los procedimientos iniciados de oficio, la Comisión o la 

Sala realiza dicho análisis en caso de que, a través de la 

resolución de inicio, se hubiera sustentado la existencia de 

indicios suficientes sobre la presunta carencia de razonabilidad 

de la medida. 

 

 
Ahora bien, como se ha señalado anteriormente en el caso de los colegios 

profesionales el análisis de legalidad tiene que realizarse en función de las 

normas que dicho organismo establece en función de su propia autonomía 

reconocida en la Constitución 

Así se tiene que la Ley N° 15173 creó al Colegio Médico como una persona 

jurídica de derecho público interno y de ámbito nacional que tiene como 

finalidad entre otros velar para que el ejercicio de la profesión médica se 
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cumpla de acuerdo con las normas deontológicas contenidas en el Código de 

Ética profesional que el Colegio expida. 

Asimismo, el artículo 3° de dicha ley dispone que para la inscripción de los 

médicos en el Colegio, es requisito esencial la presentación del 

correspondiente título profesional otorgado por una de las Facultades de 

Medicina del país, o revalidado por alguna de las Universidades Nacionales 

de acuerdo a las Leyes en vigencia  y en casos de títulos profesionales 

otorgados en el extranjero, serán exonerados de revalidación por el 

Ministerio de relaciones exteriores y reconocidos por la Universidades 

Nacionales, cuando exista y esté vigente Convenio Internacional, después de 

comprobarse la reciprocidad correspondiente. También el artículo 2° señala 

que la colegiatura es requisito indispensable para el ejercicio de la profesión 

de médico cirujano. 

Se debe incluir en el análisis también a los Decretos Supremos N° 00102/69- 

SA y 00360-72-SA, los cuales aprobaron el Reglamento y el Estatuto del 

referido colegio profesional Finalmente, en cuanto a la colegiatura, los 

artículos 11° y 12° del Reglamento regulan el procedimiento respectivo 

indicando cuáles son los requisitos que debe cumplir el interesado en 

colegiarse. 

En consecuencia, es en función del mencionado marco normativo que debe 

evaluarse la legalidad de la barrera burocrática cuestionada por la 

denunciante. 
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III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LOS PROBLEMAS 

JURÍDICOS IDENTIFICADOS 

 

 
3.1 Sobre la competencia la Comisión de Eliminación de Barreras Burocráticas 

 

Como se ha señalado en el capítulo anterior, el artículo 20° de la Constitución 

señala la naturaleza de los colegios profesionales, los cuales, son instituciones 

autónomas con personalidad de derecho público. En el caso del Colegio Médico 

se puede afirmar que es una entidad creada por ley con el fin de tutelar el interés 

público. No depende de autoridades superiores, es regida por sus propios 

miembros y por las disposiciones estatutarias que se establece. De ahí, se 

desprende su naturaleza sui generis pues va a realizar actuaciones públicas 

como privadas. 

Por lo tanto, el Colegio Médico – y los colegios profesionales en general– no es 

un organismo del poder público que actúe con potestad administrativa ni que 

orgánicamente pertenezca a la organización del Estado Peruano. Sin embargo, 

debido a su naturaleza constitucionalmente establecida, en ciertas actuaciones 

específicas va a poder actuar como una entidad de la Administración Pública, 

por lo que le van a poder ser aplicables las normas establecidas en la Ley Nº 

27444 y sus actuaciones constituir barreras burocráticas. Esta última 

consecuencia origina que sus actos y/o disposiciones puedan ser evaluadas en 

cuanto a su legalidad y/o razonabilidad de acuerdo a lo establecido por el 

Decreto Legislativo N° 1256, Ley de Prevención y Eliminación de Barreras 

Burocráticas. 

 

 
3.2 Sobre la legalidad de la exigencia a la denunciante de rendir la Evaluación 

de Suficiencia Profesional 

La mencionada exigencia sí constituye una barrera burocrática debido a las 

siguientes razones: 

- Ha sido expedida por un organismo al cual se le puede aplicar en algunos 

casos las disposiciones de la LPAG. 
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- Se trata de un requisito, dirigido a condicionar el acceso y/o permanencia 

de un agente económico en el mercado (en este caso, prestación de 

servicios médicos). 

Ahora bien, en cuanto al análisis de legalidad es necesario advertir que se exige 

a la denunciante rendir un examen de suficiencia profesional porque, según el 

Colegio Médico, se encuentra previsto en su normativa institucional. En primera 

instancia, la Comisión consideró que el requisito cuestionado no se encontraba 

establecido en la Ley N° 15173 ni alguna otra norma de rango legal que habilite 

al Colegio Médico para imponer dicha medida.   Es por ello que declaró fundada 

la denuncia. 

La Sala por su parte tuvo en cuenta que el reglamento y el estatuto de dicho 

colegio profesional tienen como finalidad desarrollar sus fines y atribuciones, 

entre ellas las reglas aplicables para la colegiación y matricula de los médicos y 

las funciones y atribuciones que le corresponde al Consejo Nacional como 

órgano supremo. Así se tiene que el numeral 15 del artículo 9° del primer 

Reglamento del CMP (aprobado por Decreto Supremo 00102/69-SA) disponía 

que el Consejo Nacional contaba con atribuciones para dictar los reglamentos 

internos del Colegio Médico. 

De esto último se advierte que Reglamento habilitaba al Colegio Médico a 

modificar y/o derogar su propio reglamento a través de una resolución del 

Consejo Nacional. Es por ello, que se emitió la Resolución del Consejo Nacional 

N° 4364-CN-2004 del 2 de julio de 2004", que aprobó un nuevo Reglamento de 

su institución, norma que disponía que la colegiatura se otorgaba luego de que el 

médico hubiera presentado los documentos indicados en el artículo 11° (uno de 

ellos está relacionado con la aprobación satisfactoria de la calificación de 

suficiencia profesional verificada por una comisión especial) y aprobado el 

trámite respectivo. 

Además, es necesario acotar que la exigencia cuestionada constituye un 

requisito indispensable para la colegiación sin distinción alguna del profesional 

que solicita dicha habilitación; esto es, resulta aplicable a todos los médicos que 

cuenten con un título profesional, sea que este hubiera sido obtenido en una 
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universidad nacional o en una universidad del extranjero. Por lo tanto, no se 

trataba de una medida discriminatoria. 

Por lo tanto, la Sala concluyó que se trataba de una exigencia legal y al no 

presentar la denunciante medios probatorios que permitan evaluar la 

razonabilidad, se declaró infundada la denuncia. 
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IV. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES 

EMITIDAS 

 
 

4.1 Respecto a la resolución de la Comisión 
 

Expreso mi disconformidad con lo resuelto por la Comisión de Eliminación de 

Barreras Burocráticas debido a que únicamente limitó su análisis a lo regulado 

por Ley Nº 15173, Ley de Creación del Colegio Médico del Perú. 

Es decir, tuvo en cuenta lo establecido por el artículo 14° del Decreto Legislativo 

N° 1456 en el sentido de que el examen de legalidad de una barrera burocrática 

debe realizarse en función de la existencia de atribuciones conferidas por ley 

que autoricen a una entidad a establecer y/o aplicar la barrera cuestionada. 

Sin embargo, no advirtió la barrera cuestionada fue expedida por un colegio 

profesional que no ejerce poder estatal, sino que de acuerdo a la Constitución 

tiene autonomía para autorregularse, por lo que forma parte de su normativa, 

además de la mencionada ley, el reglamento y el estatuto. Además, tiene que 

considerarse que el artículo 6° de la Ley N° 15173 dispone que el Consejo 

Nacional del Colegio Médico señalará las normas generales en todos los 

aspectos relativos a las actividades profesionales con exclusión de los de 

defensa gremial que no son de competencia del Colegio. 

Independientemente de lo señalado, considero que la Comisión al declarar a la 

exigencia cuestionada como barrera burocrática ilegal tuvo que declarar 

improcedente los desconocimientos de los silencios administrativos positivos 

sobre las solicitudes de inaplicación de la evaluación de suficiencia profesional y 

de la inscripción de la denunciante en el Colegio Médico. 

 

 
4.2 Respecto a la Resolución de la Sala 

 

Estoy de acuerdo con la resolución de la Sala debido a que tuvo en cuenta el 

artículo 11° de la Resolución del Consejo Nacional 4364-CN-2004, Reglamento 

del Colegio Médico, el cual dispone que la evaluación de suficiencia profesional 
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debe ser aprobada por todos los médicos que soliciten la colegiación en dicha 

entidad. En consecuencia, la norma citada habilitaba al 

denunciado a reglamentar el cumplimiento de dicha obligación. 
 

Por lo tanto, se desprende de que, en ejercicio de la competencia conferida, el 

denunciado emitió Resolución de Consejo Nacional 15006-CN-CMP-2017 (que 

contiene la barrera burocrática cuestionada) para regular el cumplimiento de la 

evaluación de suficiencia profesional respecto de aquellos médicos que hayan 

obtenido su título profesional en el extranjero. Dicha disposición fue emitida 

siguiendo las formalidades necesarias y sin vulnerar alguna otra norma del 

ordenamiento jurídico. 

De la misma forma, conocido con el colegido de segunda instancia en que si 

bien la Comisión realizó su análisis en función a la Ley N° 15173, ello no quiere 

decir que no haya motivado debidamente su acto administrativo, sino que 

consideró que el análisis de legalidad debía realizarse únicamente sobre normas 

con rango de ley. 

En consecuencia, considero que la denuncia formulada en el presente caso 

debió declararse infundada. 
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V. CONCLUSIONES 

 
- La incorporación de nuevos miembros al Colegio Médico sí configura 

una función administrativa, por lo que la exigencia de rendir el examen 

de suficiencia profesional como requisito para la incorporación 

constituye una barrera burocrática. 

- Los colegios profesionales al tener autonomía reconocida por la 

Constitución y ser de derecho público, les son aplicables las 

disposiciones de la LAPG y por ende del Decreto Legislativo N° 1256, 

Ley de Prevención y eliminación de barreras burocráticas 

- Si bien el análisis de legalidad que establece el Decreto Legislativo N° 

1256 se refiere expresamente a normas con rango de ley, en el caso 

de los colegios profesionales debe considerarse la naturaleza especial 

que dichos organismos poseen; por lo que dicho análisis debe incluir 

sus reglamentos y estatutos. 

- El Colegio Médico tenía competencia establecer la exigencia materia 

de denuncia, la cual fue establecida respetando las formalidades y 

procedimientos para su aprobación y exigencia; además de no 

contravenir otra disposición legal vigente en el ordenamiento jurídico. 

En consecuencia, la exigencia cuestionada constituía una barrera 

burocrática legal. 
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